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urante catorce años se ha probado de todo, des-
de la emergencia hasta la humanización, pasan-
do por la creación de un ministerio para los 
servicios penitenciarios, pero la población reclu-
sa sigue protestando, siguen los autosecuestros 
de familiares y los incidentes violentos. Lo único 
que parece constante es la falta de aplicación de 
las disposiciones constitucionales.

Del papel a la realidad: planes y ministros, 
ministerios y misiones
En diciembre de 1999, cuando se aprobó la 

Constitución, muchas personas preocupadas por 
el tema penal cifraron sus expectativas en el ar-
tículo 272 que establecía unos principios obliga-
torios para la acción del Estado en la materia. 
Un artículo redactado con una evidente vocación 
por un sistema de protección de los dere- 
chos humanos. Catorce años después poco se 
ha avanzado en el desarrollo de esos dispositi-
vos constitucionales; incluso, en algunos casos 
se ha retrocedido.

Una de las notas más relevantes del tema car-
celario o penitenciario es la falta de continuidad 
de las políticas. Por ejemplo, en 2000 el Plan 
Nacional de Seguridad incluía: inversión para la 
remodelación y equipamiento de centros peni-
tenciarios, la transferencia a los gobiernos regio-
nales y municipales de competencias de la ad-
ministración de los centros penitenciarios e in-
ternados judiciales de la zona y la creación del 
Instituto Autónomo Penitenciario. Durante el año 
2001 hubo cambio de ministro y, a su vez, cam-
bio de plan.

En el marco de la emergencia penitenciaria, 
decretada en 2004, se creó una comisión presi-
dencial para atenderla. Luego le siguió el pro-
yecto de humanización del sistema penitenciario, 
formulado por el Ministerio del Poder Popular 
para Relaciones Interiores y de Justicia (Mpprij), 
que establecía tres ejes fundamentales: nueva 
institucionalidad con un ente o servicio autóno-
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mo penitenciario, desconcentrado, en sustitución 
de la Dirección General de Custodia y Rehabi-
litación del Recluso;; una nueva cultura organi-
zacional y un nuevo sistema de gestión peniten-
ciaria que incluso contemplaba el mejoramiento 
de la infraestructura.

En 2008 se creó un Consejo Superior Peniten-
ciario, cuyo objetivo sería “diseñar y formular 
políticas integrales que atiendan de forma estruc-
tural la transformación del Sistema Penitenciario”. 
Finalmente, en 2011, se creó el Ministerio del 
Poder Popular para el Servicio Penitenciario1.

En 2012 se lanzó la Gran misión a toda vida 
Venezuela2 que contempla, como uno de sus 
vértices, la modernización del sistema peniten-
ciario venezolano3. Llama la atención que nin-
guna de sus seis líneas estratégicas haga refe-
rencia al artículo 272 de la Constitución. Pocos 
avances se han visto en materia penitenciaria en 
el marco de esta misión, pues el foco parece 
estar en la acción preventiva policial. 

Otro elemento tiene que ver con el Instituto 
Universitario de Estudios Penitenciarios (Iunep), 
que ha sido absorbido por la Universidad Nacional 
Experimental de la Seguridad (UNES)4. En este 
sentido, su fundador, Elio Gómez Grillo, ha seña-
lado que esta absorción “constituye una desnatu-
ralización de la concepción penitenciaria porque 
seguridad es represión y el instituto es para re-
educar. Los policías y los militares merecen todo 
mi respeto, pero no están para cuidar presos”5.

La promesa del artículo 272
El artículo 272 de la Constitución es muy cla-

ro en cuanto a las medidas que deben orientar 
la política penitenciaria. Estas medidas han sido 
planteadas en el marco de las garantías de los 
derechos humanos que establecen tanto la pro-
pia Constitución como los tratados sobre dere-
chos humanos avalados por el Estado, que po-
drían resumirse de la siguiente manera:

• Concepción de la persona privada de liber-
tad como sujeto de derechos y, en consecuencia, 
titular de derechos humanos que el Estado está 
en el deber de respetar y garantizar integralmen-
te y sin discriminación. 

• De lo anterior, la consecuente necesidad del 
establecimiento de políticas públicas sectoriales 
para garantizar sus derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales durante la eta-
pa de reclusión.

• Organización sistémica del Poder Judicial, 
(artículo 254) donde la cárcel (y todo el aparato 
de cumplimiento de la pena) es parte de un 
proceso que incluye las instituciones de atención 
post-penitenciaria, las leyes penales y de proce-
dimientos y su aplicación en función de favore-
cer el juicio en libertad. 

• Establecimientos penitenciarios con espacios 
para el trabajo, el estudio, el deporte y la recrea-

ción. Igualmente, espacios adecuados para los re-
querimientos de personas privadas de libertad, 
atendiendo a la separación de procesados y pena-
dos, así como de clasificación por tipo de delito. 

• Asignación de personal penitenciario pro-
fesional y capacitado adecuadamente para la 
atención de las personas privadas de libertad. 

• Administración descentralizada en los tér-
minos constitucionales y modalidades privatiza-
das, asignando responsabilidades y presupuesto 
a gobernaciones y alcaldías a través del Conse-
jo Federal de Gobierno.

• Reformas legislativas (artículo 24), lo que 
claramente iría en contravía con las reformas al 
COPP y al Código Penal, junto con la capacita-
ción a personal judicial y, en general, del sistema 
de justicia, para establecer y sensibilizar a la 
población sobre las medidas de cumplimiento 
de pena bajo régimen abierto y otras formas de 
penas no privativas de la libertad.

• Creación de un ente penitenciario con ca-
rácter autónomo y con personal exclusivamente 
técnico, que organice la política pública peni-
tenciaria, que actúe en coordinación con la so-
ciedad civil (artículos 62 y 70), así como con 
gobernaciones, alcaldías, entidades privadas y 
otros entes del Gobierno nacional. 

Pese a la claridad de lo previsto constitucio-
nalmente, desde el año 2000 hasta hoy las pro-
puestas han variado en consonancia con los  
cambios de titular en el Ministerio de Interior y 
Justicia, hasta llegar a lo que conocemos hoy 
como Ministerio del Poder Popular para Asuntos 
Penitenciarios, cada cual con enfoques distintos. 
Quizás el asunto trasciende todos los planes y 
programas que se han planteado en materia car-
celaria; lo que realmente hace falta es leer la 
Constitución y poner en marcha lo que en ella 
está establecido desde hace catorce años.

*Miembro del Consejo de Redacción de SIC. 
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